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  LA RUTA DEL DINERO K


  A los 84 periodistas desaparecidos y a los 17 asesinados durante la dictadura, a José Luis Cabezas —acribillado por orden de Alfredo Yabrán durante el menemismo— y a todos mis colegas que soportaron las presiones y el clima de hostigamiento que creó el kirchnerismo sin sucumbir a la tentación del calor del dinero o de la protección política.


  Agradecimientos


  A mi editor Alejandro Horowicz, quien tiene el mejor ojo para diferenciar el dato que pasará a la historia y aquel que se diluirá como una nota de color en el fárrago de las noticias; a Silvia Itkin, y a quien mejoró la escritura de este libro, Susana Estevez. A mis colegas y amigos Omar Lavieri, Claudio Savoia y Nicolás Wiñazki, entre otros, quienes respondieron positivamente todos mis pedidos de auxilio. Al centenar y medio de fuentes que me dieron información off the record en esta Argentina donde desde el 2008 hasta ahora se hace cada vez más difícil conseguir datos. A Alfredo Popritkin, de Contadores Forenses, y a casi medio centenar de especialistas en lavado, abogados, jueces, fiscales, legisladores y funcionarios que aceptaron darme entrevistas. Muchas gracias a todos los que apostaron a que mi trabajo puede acercanos a una Argentina menos oscura.


  Prólogo


  "Cristina nunca se va a perdonar, en tanto madre, haber puesto a Máximo como apoderado de las empresas de la familia, tras las muerte de Néstor en octubre del 2010", confiesa un kirchnerista amoral y reflexivo. Esta dura evaluación sobre su "política personal" recién se produjo tras la victoria de Mauricio Macri, en noviembre del 2015; antes resultaba impensable, nadie se animaba a cuestionar a "la jefa" ni siquiera off the record. "Cualquier abogado civilista de cierto nivel sabe que un muerto y un testaferro sirven para blanquear cualquier herencia conflictiva", agrega nuestro sagaz consultado sin admitir del todo lo terca que era y es la ex presidenta para aceptar consejos. Entonces, preciso: ¿a qué se refiere? El ex funcionario replica muy calmo: "Si hubiese dejado que el muerto siguiera como cabeza de los bienes en blanco, Máximo quedaba sin responsabilidades penales, y también "la jefa" quedaba a cubierto". ¿Y el testaferro?: "Fácil, ahora los bienes en negro debería explicarlos Lázaro Báez. Y como sus causas nunca se cruzarán con las causas en que está imputado Máximo...".


  Con absoluto cinismo admite además que no se atrevieron a practicar el consejo que Mauricio Macri recibiera y utilizara antes de asumir la presidencia: crear un fideicomiso ciego con los bienes de su fortuna personal, para de este modo quedar definitivamente a salvo; el fuerte temperamento de la "jefa" nunca facilitó las cosas y en este caso las víctimas de su obstinación pueden terminar siendo Máximo y ella misma.


  Cuando todavía era presidenta, Cristina trasmitía a sus muy próximos cierto temor por ese "error jurídico". No era su único miedo. El video grabado por las cámaras de seguridad dentro de SGI "La Rosadita", a fines del 2012, en el que se ve a Martín Báez y al contador de Báez, Daniel Pérez Gadín, entre otros, contando casi 9 millones de dólares en efectivo era otro de los motivos de preocupación de Cristina. El material difundido por Telenoche de Canal 13 de TV contiene más de 30 horas de grabación de lo que pasaba dentro de SGI en los días de gloria del kirchnerismo. Quizá este video y otras pruebas que hasta ahora permanecían ocultas sean la causa de la encendida furia de Cristina, el motivo profundo de su preocupación personal y política. No es para menos. La sola presencia de Elaskar y Fariña, con horarios de entrada y salida registrados, permite deducir el tiempo de su permanencia y constituye una evidencia imposible de tergiversar. Una cosa es que ambos tengan manifiesta relación con Lázaro Báez y otra, que se los vea entrando y saliendo de La Rosadita. ¿Qué pueden estar haciendo ellos en tan recoleto territorio? Convengamos que las respuestas están al alcance de casi todos.


  Esta investigación terminó siendo tan pesada para el poder que la editorial que primero compró los derechos de mi libro —no la nombro por respeto profesional—, terminó dando marcha atrás por miedo a los personajes involucrados. "Santoro, usted tiene una casa y un auto y los puede perder en un juicio", me dijo uno de sus directivos. Se canceló el contrato de común acuerdo, y por suerte Ediciones B tiene el coraje de publicarlo.


  Mientras Cristina era presidenta se refirió a la ruta del dinero K de forma implícita. Nunca, subrayo, nunca durante sus dos presidencias habló de los casos de corrupción de su gobierno. Ni siquiera las condenas del ex secretario de Transporte Ricardo Jaime merecieron comentario alguno. Ahora bien, en uno de sus muchos discursos sobre periodismo y periodistas dijo: "Entonces, el señor director general de AFIP, identificó una empresa, que no voy a dar el nombre, pero que es una multinacional, que tiene también una empresa, aquí, en la República Argentina. Es raro que no hayan investigado; esos periodistas de investigación que andan por todos los lados y que tienen investigaciones y hacen cuadritos y vinculan cositas de aquí para allá nunca descubren estas cosas. Y cuando yo vi que una empresa, que precisamente es de Singer, tenía el siete por ciento de esta empresas y en diciembre de 2013, a fin de este año que pasó, la transfirió a otro fondo de inversión, a BlacRock, o sea NML, de Paul Singer...".


  Era una referencia directa al caso Donnolley, la imprenta que quebró y a la cual la Justicia le permitió proseguir como cooperativa autogestionada por los trabajadores. Ahora bien, el periodista al que se refirió la señora presidenta era yo, y "los cuadritos" son la infografía que acompaña mi nota de ese mismo jueves 14 de agosto de 2014, en Clarín, donde revelé quiénes manejan las 123 empresas fantasma armadas en Nevada, Estados Unidos, por los expertos que asesoran a Lázaro Báez. Por cierto, que la doctora Kirchner tiene derecho a opinar sobre mi trabajo, como cualquier otro lector, pero sorprende que no lo hizo para profundizar el tema, sino para eludirlo y presionarme.


  Me explico. Al día siguiente, en el programa ultrakirchnerista de la televisión oficial, 678, me presentaron, junto a otros periodistas como integrantes del grupo de "voceros de los fondos buitres". No satisfechos con faltar tan gravemente a la verdad —cualquiera que siga mi trabajo sabe que no es así —, el mismo viernes a la mañana llegaron al estudio de arquitectura Feng Shui de mi esposa, inspectores de Migraciones. Conviene aclarar que mi mujer es rusa, y que los inspectores decían que se trataba de un control de extranjeros indocumentados. Larisa tiene residencia permanente en el país desde hace diez años, y su único delito es estar casada conmigo desde hace siete. Sospeché de otra maniobra de la SIDE, aunque no lo podía probar. Pedí a mis colegas no difundir la "noticia", porque no quería repetir desagradables historias que angustian a mi familia. Hace tres años, la revista Veintitrés me acusó de manera tan ridícula como falsa de ser espía ruso, y, por cierto, nunca se desdijo. No soy espía de nadie, ni vocero de los fondos buitres, ni mi mujer es una extranjera indocumentada. Soy un periodista de investigación, no el jefe de prensa de nadie, y "molestar al poder" es parte de mi trabajo profesional. Nunca hice otra cosa, ni pienso dejar de hacerla.


  Conviene aclararlo: esta investigación no partió de ningún preconcepto. Ni siquiera hoy, cuando ya está concluida, se propone otra cosa que establecer la verdad desnuda. Ni intenté perjudicar a nadie, ni me propongo demonizar al kirchnerismo, ni a Cristina, ni a nadie. Sencillamente, las cosas son como son, y así como Rodolfo Walsh investigó el caso de los fusilados en los basurales de José León Suarez, para descubrir la responsabilidad de la Revolución Libertadora, con nombre y apellido, me cupo investigar el caso de la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia, bajo la presidencia de Carlos Menem. No se trata de una comparación desorbitada. Entre las decenas de causas de corrupción menemista, esa se convirtió en la única investigación que llevó a que se condenara al ex presidente. Pero ni aun así dejó de ser senador nacional. La bancada kirchnerista y sus aliados no aceptaron el desafuero. Esto no dice poco del sistema político imperante, pero también es harina de otro costal. Por eso afirmo que no se trata de autobombo, sino de seriedad profesional. Esta es, respetable lector, una nueva investigación a fondo, pormenorizada, puntillosa, no un conjunto de afirmaciones antojadizas.


  Cristina Kirchner tuvo razón cuando, en la cumbre del Grupo de los 20 en San Petersburgo en el 2013, dijo que a los paraísos fiscales habría que cambiarles el nombre y llamarlos "guaridas fiscales". Coherente con ese razonamiento, como jefa de Estado, hubiera debido pedir a la Justicia que investigue las denuncias que conectan a Báez con semejantes centros financieros, centros que ocultan plata negra proveniente de la corrupción, el narcotráfico o la evasión de impuestos. Así lo habría hecho un jefe de Estado que quisiera delimitarse sin equívocos. Un periodista puede llegar hasta cierto punto. Un presidente dispone de otras herramientas. Sus razones habrá tenido para no usarlas. No juzgo, solo informo.


  Si las denuncias contra Báez son falsas de toda falsedad, si todo no fuera otra cosa que un burdo complot político-judicial-mediático en su contra, bastaría dar vuelta los últimos naipes para aclararlo sin más. Este libro desentraña complicidades de una fuga millonaria en dólares; prueba que la llamada "ruta del dinero K" existe, mejor dicho existió, y que su funcionamiento involucra a Cristina y su familia. La ex presidenta construyó un "cerco sanitario", una suerte de blindaje judicial alrededor de Báez, de Máximo Kirchner y de ella misma, antes de abandonar el poder el 10 de diciembre del 2015. Lo logró, pero ¿hasta cuándo durará? Este es un país donde los ex presidentes no suelen ir presos, ni siquiera cuando testigos que fueron partícipes necesarios, como Mario Pontaquarto en el caso de las coimas en el Senado, llegan hasta la autoincriminación. Aun en ese caso, los jueces absuelven. Y Fernando de la Rúa camina tranquilo por las calles de la democracia sin asumir responsabilidades políticas por ese escándalo que apenas escandaliza; sobreseído por la Justicia no tiene empacho de actuar como una suerte de "prócer" de la democracia. Acaricio una esperanza: no tiene por qué seguir siendo indefinidamente así.


  Aclaro que no opino, como otros periodistas, que Báez es un demonio dentro del empresariado argentino. Cuando empecé a investigarlo confirmé que también otros grandes empresarios fugan capitales, escondiendo dinero en Bahamas, en las islas Cayman, o implementan empresas que no existen más que para lavar plata negra. En todos estos casos, siempre aparece una empresa fantasma en un paraíso fiscal, y tenerla no es ilegal, forma parte de esa zona gris que el mundo financiero no cuestiona; pero omitir declarar semejante empresa a la AFIP y usarla para fugar plata constituye el delito de evasión impositiva. No se trata de un abstracto purismo legal, sino de una actitud injusta, antiética, dañina para el interés nacional, una de las causas principales del subdesarrollo de la Argentina. En todo caso, el tamaño y el peso de la deuda externa y la naturaleza de esa "fuga" guardan estrechísima relación. Ese es el problema de fondo.


  Este libro no busca destruir ninguna carrera política, se contenta con revelar nuevas pruebas basadas en hechos comprobables de este escándalo que no escandaliza lo suficiente. Por eso busqué datos en más de mil doscientas hojas de documentos, entrevisté a más de ciento cincuenta personas on y off the record, hice, en suma, la más amplia búsqueda en bases internacionales de datos realizada hasta ahora por un periodista.


  En esta investigación confirmé con qué facilidad se puede comprar una empresa fantasma en Uruguay o Panamá, para luego adquirir inmuebles o abrir cuentas bancarias con asesoramiento de un ejército de financistas, abogados y contadores que han construido en las sombras una red capaz de sacar del país millones de dólares por año sin que el Estado los pueda —y, en algunos casos, los quiera— detectar. La red que en los noventa estaba limitada a un pequeño número de casas de cambio y "cuevas" financieras, hoy es enorme, impune y de fácil acceso. Antes bastaba con una empresa de pantalla uruguaya con prestanombres como directores. Hoy son estructuras societarias sofisticadas con cuatro niveles de ocultamiento. Me preocupa, sobre todo, que en los últimos años ese "ducto" financiero también empezó a ser usado por los narcotraficantes que integran la banda de la efedrina, de tan triste como increíble fama mediática, y eso termina siendo mucho más peligroso que la plata negra de políticos o empresarios. Basta mirarnos en el espejo mejicano para entender el riesgo.


  En este libro se visualiza y se constata cómo financistas, abogados o contadores que antes aparecieron involucrados en casos de corrupción del menemismo, reaparecen en el Caso Báez, integrando esta estructura de complicidades permanentes que existe en la Argentina. Parte del sistema financiero clandestino que usó Báez (la Argentina "blue", en términos de la city porteña), es el mismo que ayudó, en otros casos, al establishment empresario nativo. Por eso, el apellido del patagónico se cruza con el de los dueños de Garbarino, por citar un solo ejemplo prominente.


  Pese a que saltó de albañil a empresario, gracias a los contratos con el Estado durante la última dictadura y luego con Carlos Menem, Franco Macri dijo sobre Báez: "Acá hablamos de empresarios kirchneristas... pero el único nuevo debe ser el pobre Báez, quien ganó una fortuna que al lado de la fortuna de los anteriores deben ser centavos. No lo considero empresario". ¿Acaso era Macri un empresario con todas las letras cuando empezó sus negocios? Llegó a la Argentina desde Polistena, Calabria, Italia, a los 16 años y empezó a trabajar como asistente en un obrador. Tanto Macri como Báez hicieron sus fortunas bajo el calor del poder político de turno. Características que los diferencian: hasta ahora al patagónico no se le conocen affaires amorosos con señoritas de la farándula, aunque Leonardo Fariña —asesor financiero de Báez durante casi seis meses— sí se vinculó al jet set vernáculo y, antes del escándalo, iba camino a ser considerado un asesor financiero prestigioso y respetado por la burguesía que creció al calor oficial. Otra diferencia: Báez es un militante de toda la vida, saltó al mundo empresarial como compañero político y socio comercial de Néstor Kirchner. Fascina observar cómo termina siendo otro ejemplo del modo en el que la política argentina pasó de lucha ideológica entre izquierda y derecha a "la continuidad de los negocios por otros medios".


  En similar línea de pensamiento, a la ensayada por Macri padre, la Cámara Argentina de la Construcción rechazó una consulta del mismísimo Báez para asociarse a esa organización empresarial. "Báez no es un constructor. Es una persona que usa la construcción para hacer otros negocios", dijo en off un socio caracterizado de una cámara que, beneficiada por la gran inversión de los gobiernos de Néstor y Cristina en obras públicas, apoyó las políticas K. "Es como si mañana un farmacéutico quiere hacer una obra. Ser un constructor significa tener un equipo de ingenieros, arquitectos y obreros expertos y la maquinaria necesaria por detrás", agregó el mismo socio. ¿Acaso grandes constructores de esa cámara no participaron en los actos de Cristina Kirchner para aplaudir junto a los militantes de La Cámpora y Kolina, con tal de tener contratos del Estado?


  Constructor o no, Báez se convirtió en estos doce años en el principal contratista público de Santa Cruz, en un terrateniente que ya superó en hectáreas al empresario textil italiano Luciano Benetton, y, sobre todo, en el hombre que tuvo el imprevisto privilegio de compartir la última noche de la vida de Néstor Kirchner. Y si todavía no fuera suficiente, resultó uno de los ejes alrededor de los que giró la estructura financiera negra del poder K; es decir, cumplió un papel muy similar a la que protagonizara Emir Yoma en tiempos de Menem.


  Cada vez que el orden político se identifica con un nombre propio, cada vez que un presidente logra perdurar en la Argentina posterior a 1976, una oscura trama de poder adquiere peso propio. Nadie lo ignora, pero como esa estructura se cruza con poderes permanentes, no faltan los que se hacen amablemente los distraídos. Por todas estas razones, a las que añado una adecuada necesidad de profilaxis pública, resulta imperioso escribir y publicar este libro. La investigación revela cómo, antes de que aparecieran en 2010 Leonardo Fariña y Federico Elaskar, ya existía una estructura financiera que sacaba dinero de Báez con destino a Liechtenstein y Suiza. Con la aparición del "dúo dinámico" ese método se dejó de lado. Esta pareja de jóvenes "rápidos y furiosos" arma una telaraña financiera con base en Panamá y, cuando estalla el escándalo, cuando el programa de TV Periodismo para Todos, de Jorge Lanata, en abril de 2013, los pone en la mira pública, la estructura clásica recobra los bríos iniciales y vuelve a funcionar.


  En solo seis meses, Fariña pasó de viajar en colectivo por La Plata a casarse con la modelo top Karina Jelinek. No fue su único éxito. Sacó de la oscuridad parte de la madeja del opaco mundo financiero; un mundo más poderoso que la industria, el campo, el comercio y los gobiernos de turno. Solo en un país cruzado por la corrupción estructural, quebrado en su sistema de representación política, sin un mínimo piso ético, semejante megalómano puede en tan poco tiempo jugar al fútbol con el político más poderoso de la Argentina de ese entonces. Al tiempo que inventaba historias dignas de un folletín televisivo, ponía al alcance de unos cuantos la piedra filosofal que transforma barro en oro.


  Al final del recorrido, concluida la investigación, no ignoro que el affaire Báez reúne todas las condiciones para complicar el ya complejo futuro político de Cristina Kirchner. Es posible que ahora, en el llano, recorra el camino judicial de los ex presidentes; salvo Raúl Alfonsín, todos los demás tuvieron que hacerlo, y conviene remarcar que no es exactamente una perspectiva envidiable. Cristina no quiso terminar su carrera como Menem, y defendió hasta el último minuto de su mandato el relato de la patria libre, justa y soberana; por tanto no resolvió el cuello de botella cambiario, ni puso fin a la pica con los fondos buitres, dejando el problema de las reservas líquidas del Banco Central para la siguiente administración; más aún, no quiere concluir su carrera política, sino proseguirla en 2019. Para que así sea, necesita encabezar la oposición dinámica al gobierno de Macri. Ya está claro: el Partido Justicialista no la acompaña, y el camporismo parlamentario no es más que un minibloque. En esas condiciones su sobrevivencia política no parece sencilla.


  Todavía asombra que Carlos Menem (el que fuera un poderoso entre poderosos , el que asegurara: "Nadie que fue Papa vuelve para ser obispo"), haya tenido que presentarse a elecciones, ganarlas y asumir la senaduría nacional por La Rioja, para tener fueros parlamentarios; sin fueros, tal vez habría terminado preso. Con una condena a siete años y medio de prisión por la causa de las armas, y otra decena de expedientes judiciales en los que está procesado o imputado, la situación del ex presidente no deja de ser sumamente delicada. Por eso tuvo que aliarse en el Senado al previamente denostado kirchnerismo; conviene recordar que tanto Néstor como Cristina lo presentaban discursivamente como el enemigo ideológico, como el antimodelo K. Aun así pudo conservar la malla de protección, y no ser suspendido ni desaforado. Desafiante, Cristina no aceptó ir de candidata a ningún cargo legislativo, y en diciembre del 2015, tras negarse a entregarle los atributos del poder a Macri, se retiró a su último reducto: Santa Cruz. En cambio, se esforzó por que Máximo fuera electo diputado nacional. Conviene recordar: los fueros dan inmunidad de arresto, pero no de investigación.


  Entre el 2003 y el 2015, Cristina atajó 419 denuncias penales por corrupción. La Justicia no sabe aún cuántas quedan como causas judiciales abiertas. Pero "la ruta del dinero K" la integran el caso Báez, el caso Hotesur, el caso de la Hidrovía, las condenas del ex secretario de Transporte Ricardo Jaime y otras que irán avanzando si Macri se afianza en el poder y tiene éxito con su política económica. Convine no atarse a un razonamiento binario, una cosa no depende exclusivamente de la otra. La trastienda de la política, nunca deja de dar sorpresas. Aun así, la ex directora ejecutiva de Poder Ciudadano y ex diputada del PRO, Laura Alonso, prometió reactivar otras causas frenadas por la impunidad. No se trata de una "venganza" de los descendientes de la antiperonista Revolución Libertadora como exageró un periodista K sino de tratar de recuperar lo que le robaron al Estado que integramos todos los argentinos.


  Por estas y otras razones que usted conocerá a medida que avance por estas páginas, respetado lector, la necesidad de entender más allá de la noticia judicial cotidiana, la posibilidad de organizar una "película" completa de estos movimientos financieros, adquiere toda su dimensión política. Es que el día a día encubre el elemento más relevante: Báez resulta la cara visible de un proceso de acumulación política y económica; proyecto que Néstor Kirchner comenzó a pergeñar antes de asumir la presidencia en 2003, con el auxilio de asesores financieros de la city porteña. Menem y Kirchner son dos productos de la Argentina reciente. Más allá de sus proyectos políticos, ideológicamente diferenciados, pero amparados bajo el amplio manto del peronismo —uno, neoliberal, y otro, reivindicador del rol del Estado en la economía capitalista—, tienen una característica común imposible de soslayar: se enriquecieron durante su paso por el sillón de Rivadavia. Basta leer sus declaraciones juradas de bienes para comprobarlo. Los dos, igual que Juan Domingo Perón, estaban obsesionados por el poder, pero con una diferencia de bulto: para el fundador del PJ, la riqueza no era una prioridad. A Perón se lo puede criticar por autoritario, o incluso por el uso discrecional del poder y de la violencia, pero no por haber aumentado astronómicamente su fortuna personal durante las tres presidencias que ejerció. El general no tenía gustos personales fastuosos. En cambio, la corrupción parece ser un eje estructural de la política, argentina y no solo argentina, construida después del fin de la caída del Muro de Berlín y la disolución de la Unión Soviética en 1991.


  En junio de 2014, otro argentino, el Papa Francisco, pronunció una homilía contra la corrupción. Aunque resulta obvio, se suele olvidar que la corrupción, como el tango, se baila de a dos, es decir, entre políticos y empresarios, y que afecta a la Argentina más que a otros países. Dijo Francisco: "Hay que estar atentos porque todos estamos tentados por la corrupción, que es un pecado siempre en espera. La única vía para ganar al pecado de la corrupción es servir a los otros, lo cual purifica el corazón. En los periódicos leemos tantas veces que aquel político que se ha enriquecido mágicamente ha estado en un tribunal. O que ha sido llevado el jefe de la empresa que mágicamente se ha enriquecido, aprovechándose de sus obreros. Se habla también de un prelado que se ha enriquecido demasiado y ha dejado su deber pastoral para ocuparse solo de su poder". El Papa advirtió que "los daños de la corrupción y de los corruptos gravan sobre los más débiles. La corrupción de los potentes acaba por ser pagada por los pobres, que por la habilidad de los otros terminan sin lo que necesitan y sin acceder a lo que tienen derecho".


  Francisco, que conoce los vericuetos de la política y la economía argentina (sobre todo, del peronismo), denunció que "la corrupción no la paga quien se lleva la corrupción. No. La paga el pobre. La pagan los hospitales sin medicinas, los enfermos que no tienen cura, los niños sin educación. Son ellos los que pagan la corrupción de los grandes".


  Este libro aporta datos comprobados que demuestran, más allá de los partidismos, que la corrupción forma parte del alma de la política en curso. Hay preguntas terribles que no pueden ser soslayadas: ¿Para qué llegar al poder? ¿Para "servir a los demás", esencia de la Política con mayúscula, o para servir al propio bolsillo? Cuando la respuesta pasa por el bolsillo, el cinismo de los que ya no tienen utopías no se justifica con ningún relato. O, como sostuvo Jorge Bergoglio citando el Martín Fierro, la corrupción es "un ave de pico encorvado, le tiene al robo afición, pero el hombre de razón no roba jamás un cobre pues no es vergüenza ser pobre, y es vergüenza ser ladrón".


  1


  Hotesur: Máximo, cerca de su primer pedido de indagatoria


  CRISTINA, FURIOSA POR LOS ALLANAMIENTOS DE BONADIO


  —¿Le van a allanar a Cristina también la casa de El Calafate? —preguntó tímidamente por teléfono un intermediario de uno de los magistrados que son los jefes del juez federal Claudio Bonadio en la Justicia. Eran aproximadamente las 11 del lunes 13 julio de 2015 y la presidenta, enfurecida, hizo decenas de llamadas desesperadas desde Río Gallegos a sus principales subordinados y contactos para conocer el alcance de los sorpresivos y simultáneos allanamientos que Bonadio había ordenado en Santa Cruz por la causa Hotesur.


  —No, la vivienda de un presidente y la Casa Rosada están amparadas por la Constitución —respondió el juez según fuentes de tribunales consultadas por el autor y bajó el nerviosismo de su interlocutor.


  La pregunta era consecuencia de una de las decenas de nerviosas medidas que había ordenado la entonces presidenta cuando se enteró que desde las 7.30 de la mañana había un exhorto de Bonadio ante la jueza federal de Santa Cruz, Andrea Askenazi Vera, para que autorice que unos 40 efectivos de la Policía Metropolitana realizaran los allanamientos en Río Gallegos y El Calafate. La jueza, vinculada al kirchnerismo, los autorizó tres horas después lo que permitió que, por ejemplo, desconocidos sacaran documentación en automóviles de las oficinas de Máximo Kirchner, ubicadas en la calle Néstor Kirchner 496 de la capital santacruceña, que se encuentra dentro de la inmobiliaria de su amigo y socio José "bochi" Sanfelice, antes de la entrada de los policías. En la causa Hotesur se investiga si los, por lo menos, 6,2 millones de dólares que las empresas de Báez pagaron de la firma que controla el hotel Alto Calafate entre el 2008 y 2013, encubren el pago de sobornos o retornos de obras públicas que los Kirchner concedieron al empresario patagónico. Una de las formas típicas de blanquear plata negra es el uso de hoteles o empresas de transporte de pasajeros. Los lavadores los prefieren porque es difícil para los organismos fiscales o judiciales determinar realmente cuántos turistas alojaron o pasajeros llevaron.


  Unas semanas antes del allanamiento, Bonadio había recibido un informe, por fin, del subsecretario Legal del Ministerio de Planificación Federal que revelaba que el Grupo Báez había recibido 59 contratos de obras públicas de parte del gobierno nacional desde el 2003 hasta el 2015. El informe puntualiza que por esos contratos se le pagó aproximadamente 8 mil millones de pesos. Se tratan de 828 millones de dólares, según la cotización oficial de marzo del 2015 cuando el dólar costaba 9,66 pesos. El extenso informe, al que accedió este autor, está en la causa caratulada "Fernández de Kirchner, Cristina y otros sobre abuso de autoridad y deberes de funcionario público" que de irregularidades en los balances de Hotesur pasó a investigarse si los alquileres que Báez pagaba por los hoteles de los Kirchner encubrían el lavado de sobornos por los beneficios que recibía del estado. Las obras fueron concesionadas desde la Dirección de Vialidad Nacional y la mayoría estaban en Santa Cruz.


  De todos modos, el sorpresivo y múltiple operativo de Bonadio dio sus frutos: secuestraron balances de Hotesur y otros documentos que complican a los Kirchner. Bonadio había tomado la decisión dos semanas antes. Sabía que el kirchnerismo insistía, cada vez con más presión sobre los tribunales, para sacarle la causa pero él había decidido que si lo lograran era, por lo menos, con el expediente lleno de pruebas sobre estados contables y facturación de los hoteles.


  Los policías habían llegado desde Buenos Aires vestidos de particular y en una combi a El Calafate, donde también arribaron los secretarios letrados del juzgado pero en avión. Desde allí se dividieron "los objetivos". Un grupo se quedó en la villa turística y otro fue a Río Gallegos. Cuando los policías enviados por Bonadio llegaron a la puerta hotel Los Sauces —donde también está la casa de Cristina— se acercó la fiscal de la provincia e hija de Alicia Kirchner, Natalia Mercado, y ordenó a un grupo de gendarmes cercar la entrada, en un conato de resistencia. El jefe del operativo mostró la orden de allanamiento de la justicia federal y los gendarmes los dejaron pasar. En cambio, Sanfelice, muy educado, les facilitó el ingreso al hotel Alto Calafate.


  En la capital santacruceña, el otro grupo fue a la dirección Kirchner número 496 que es la sede fiscal de Hotesur, la sociedad con la que la familia presidencial controla el Alto Calafate. Y es, también, la sede de Valle Mitre, la firma que explota comercialmente, desde agosto del 2013, ese hotel y otros dos de los Kirchner, también investigados en la causa, llamados Las Dunas en El Calafate; y La Aldea, en El Chaltén, ubicado en la parte norte del Parque Nacional Los Glaciares. En estas oficinas, encontraron unos 700 mil pesos en efectivo, armados en fajos, que los admistradores afirmaron "eran para pagar los sueldos" cuando la mayoría de las empresas pagan hoy los salarios por transferencias electrónicas en las cuentas bancarias de sus empleados y no en efectivo. Sobre el escritorio de Máximo se vio varios currículums de jóvenes que pedían trabajo, pero los policías no los tocaron.


  Una fuente judicial detalló a este autor lo más importante de lo secuestrado en la oficina que Máximo que está decorada con un enorme cuadro con los retratos de Evita y Néstor juntos:


  
    	Recibos a nombre de Austral Construcciones por los meses de agosto y septiembre del 2015.


    	Actuación notarial entre Sanfelice y Cristina Kirchner por el alquiler del departamento de Uruguay 1306 piso 5 en la ciudad de Buenos Aires.


    	Tres contratos de locación pertenecientes a inmuebles de la calle Roca en Río Gallegos celebrados entre Néstor Kirchner y Osvaldo Sanfelice.


    	Una carpeta marrón que dice Roca 952 piso 5, departamento D con copias de facturas números 186, 171 y 158 emitidas por Néstor Kirchner y Austral Construcciones.


    	Un cheque del banco de Santa Cruz, dos recibos a nombre de Austral Construcciones, un contrato de locación firmado entre Máximo Kirchner y Austral Construcciones por el inmueble de Roca 952.


    	Noventa y tres recibos de Máximo y Austral. Un contrato de locación entre el hijo de la ex presidente y la empresa de Báez por el inmueble de Orkeke 416.


    	Un poder general de Austral Construcciones para Martín Samuel Jacobs.


    	Cinco copias de recibos entre Néstor Kirchner y Austral y un cheque de la firma de Báez.


    	Un contrato de locación entre Máximo y Austral por el inmueble de Brasil 520, Río Gallegos.


    	Se encontraron dos enormes cajas fuertes de hierro como las de los bancos y se secuestró el estado social de Negociaciones Inmobiliarios SA y un libro diario, inventario y balance de esa empresa de los años 2009/2010/2011/2012/2013. Se realizó un backup de 3 computadoras.

  


  Al día siguiente de los allanamientos, Cristina se mostró irónica para ocultar sus nervios. Exhibió por Twitter la tarjeta de invitación a la celebración del cumpleaños del hijo de Máximo y dijo: "Hoy Néstor Iván, mi nieto, cumple dos añitos. Anoche a las 00hs lo festejé junto a él y lo ayudé a soplar las velitas (...) No te muestro el otro lado de la tarjeta porque está la hora y la dirección de la fiestita (...) No sea cosa que Bonadío y la Metropolitana de Macri le allanen el cumpleaños". Todo el kirchnerismo salió a atacar al juez. El dirigente piquetero ultra K, Luis D'Elía se mandó uno de sus típicos exabruptos: dijo que "simbólicamente hay que poner la cabeza de Bonadio en una pica", como había hecho el ex gobernador bonaerense Juan Manuel de Rosas con las cabezas de sus enemigos en la Plaza de Mayo en el siglo XIX. Luego, el juez, también, recibió amenazas de muerte anónimas.


  La exorbitante reacción K tenía su explicación. Una de las pruebas que recolectó Bonadio es un acta secreta entre Máximo y Sanfelice que está firmada el 30 de septiembre del 2013 en la oficina de Leandro Albornoz, escribano del socio K Lázaro Báez, reveló Nicolás Wiñazki en el diario Clarín. Este escrito señala que el presidente de Hotesur SA, Osvaldo Sanfelice, le entregó a Kirchner hijo un "Poder General Amplio de Administración y Disposición" sobre la empresa. La ley de sociedades anónimas dice que el cargo de presidente de una empresa como el Alto Calafate es "personal e indelegable". En los hechos, el acta significa desde el punto de vista jurídico que Sanfelice se desligó de esa responsabilidad. Y que Máximo, desde entonces, tenía la potestad de tomar cualquier tipo de decisión comercial, bancaria, inmobiliaria, legal y administrativa sobre su hotel, sin tener que consultarlo con nadie. Un mes después este autor descubrió que Hotesur abrió una cuenta que maneja Máximo en el Banco de Santa Cruz.


  Sin el poder encontrado, los directores de Hotesur eran los responsables ante la ley y no Máximo que figuraba como accionista o director. Con el acta, el hijo de Cristina es el que debe dar las explicaciones a la Justicia desde su firma el 14 de marzo del 2013 para adelante y no Sanfelice u otros directivos de sus empresas.


  Más allá de las ironías de Cristina, el martes volvieron en una camioneta los policías de la Metropolitana en una combi con la documentación secuestrada y al día siguiente, en forma arbitraria y a una velocidad inusitada, la sala I de la Cámara Federal porteña —la que más votó en sintonía con la estrategia judicial de Cristina— le sacó la causa Hotesur a Bonadio y por sorteo le tocó al juez federal Daniel Rafecas. Esta sala está integrada por Eduardo Freiler, Jorge Ballestero y Eduardo Farah. Fue un giro de 180 grados en el mismo criterio jurídico de ese tribunal que solo se explica por la desesperación de Cristina para sacarle la causa a Bonadio. En febrero del 2015, los mismos jueces por mayoría lo habían ratificado ante los insistentes pedidos de las defensas de los Kirchner y de Báez. En sintonía con la familia Kirchner, Freiler objetó que fuera la Policía Metropolitana la fuerza encargada de hacer diligencias en la causa en vez de la Policía Federal u otra fuerza de seguridad nacional, como si fuera obligatorio para un juez elegir a una fuerza federal como auxiliar de la Justicia. Bonadio optó por la Metropolitana porque con las fuerzas federales, que dependían del entonces jefe de Gabinete, Aníbal Fernández, se filtraban al gobierno las órdenes de allanamiento y se perdía el efecto sopresa. Mientras que su par Ballestero advirtió que si el juez se mantiene en esta causa, no estaría garantizada "la imparcialidad" que necesita un juzgador. El voto que más cambió, bajo el avance de ese momento del Gobierno sobre la Justicia con la ley de subrogancias, fue el de Ballestero quien trató de justificar su cambio porque Bonadio no dejó sacar fotocopias a las partes de causa cuando debía definir medidas sensibles, como los allanamientos. En cambio, Farah votó por mantener a Bonadio en esta causa. Es una costumbre de Bonadio y de otros jueces no permitir el acceso a toda la causa para tratar de impedir que los investigados obstruyan la realización medidas de pruebas antes de ser realizadas.


  Así se frustró la intención de Bonadio de llamar a declaración indagatoria a Máximo antes de que Cristina dejara el poder en diciembre del 2015 pero quedaron las pruebas.


  Esta causa había empezado en noviembre del 2014 por una denuncia de la diputada del GEN Margarita Stolbizer, quien tiene como abogado patrocinante a la ex directora del Registro Nacional de Sociedades de la Inspección General de Justicia (IGJ), Silvina Alejandra Martínez, quien fue despedida en el 2012 cuando denunció "el copamiento de La Cámpora" de ese organismo para encubrir las empresas de los Kirchner y Báez. La IGJ es el organismo del Ministerio de Justicia que debe controlar a las empresas privadas y fundaciones.


  Antes del desembarco de la Metropolitana en Santa Cruz, en noviembre del 2014, Bonadio ya había allanado las oficinas de Lavalle 975 de la Capital donde Hotesur, la empresa que administra el hotel Alto Calafate de la familia presidencial, declaró era su sede legal y el juez las encontró vacías. Bonadio sabía que estaban desiertas antes de dar esa orden. Ordenó ese allanamiento para que quedara claro ante la opinión pública que, por lo menos, Hotesur incumplía con las obligaciones que impone la IGJ a todas las empresas y fundaciones. De este organismo también secuestró el expediente de Hotesur, al que el Gobierno tenía bloqueado y no lo entregaba a periodistas ni a otros ciudadanos. Cuando su secretario llegó al expediente encontró que el expediente tenía encima un papelito escrito a mano que decía "no entregar a nadie, no fotocopiar", contó una fuente judicial.


  También pidió que la AFIP le enviara las declaraciones impositivas de la entonces presidente Cristina Kirchner, de sus hijos Máximo y Florencia y de Lázaro Báez, entre otros. Bonadio actuó con extrema rapidez. El kirchnerismo reaccionó con dos medidas durísimas. Por un lado renovó los pedidos de juicio político por las viejas causas por supuestas irregularidades en la curtiembre Yoma y en el astillero Tandanor de la época del menemismo contra Bonadio y le inició sin fundamentos un juicio penal al juez, además de lanzarle una andanada de ataques políticos sin precedentes. Uno de los argumentos preferidos de los K contra Bonadio lo sintetizó el entonces titular de la ANSES, Diego Bossio, quien pidió "indagar un poco en la relación del juez con el líder del Frente Renovador Sergio Massa, es un tema para que se investigue con más profundidad". El entonces también precandidato presidencial Massa dijo que solo lo vio tres veces en actos públicos, pero es cierto que también tuvieron contactos privados para analizar la situación de la Justicia, lo que no invalida las pruebas reunidas en la causa.


  La otra arenga la hizo el diputado del Frente para la Victoria y amigo de Máximo, Juan Cabandié, quien sostuvo que Bonadio: "Es uno de los jueces de la servilleta de (Carlos) Corach (ex ministro de Interior del presidente Carlos Menen), ya que fue su subsecretario de Legal y Técnica". Este ataque es cierto. En la famosa servilleta de papel en que Corach le escribió a Cavallo los nombres de los jueces que él manejaba está el de Bonadio, pero eso no desacredita el valor de las pruebas reunidas en la causa. Desde el entorno íntimo de Massa contestaron, con ironía, que "el ataque de Cabandié y otros K sobre la "servilleta" es un tiro por elevación al entonces gobernador (Daniel) Scioli, porque Corach está colaborando ahora con su campaña presidencial y con el Bapro". Ironías al margen, Bonadio se había convertido en el juez más activo en las investigaciones de corrupción contra los K en los últimos meses del mandato de Cristina, mientras la mayoría de su colegas "hacían la plancha", a la espera de los resultados de las elecciones presidenciales.


  El que pegó un tiro desviado, como siempre, fue el diputado ultra K Carlos Kunkel. Recordó que "como integrante de una generación que militó por un cambio en los años 70, siento vergüenza de que (Claudio) Bonadio haya tenido que ver conmigo y tantos otros compañeros". Un allegado al juez recordó a este autor que mientras Kunkel "militaba con los Montoneros, Bonadio estaba en la columna norte de Guardia de Hierro en la Capital. Y cuando Perón echó a los Montoneros de la Plaza (el 1° de mayo de 1974), Kunkel se fue y Bonadio se quedó".


  La oposición radical se opuso a los juicios políticos, pero el oficialismo consiguió los votos necesarios en el Consejo de la Magistratura para multarlo a Bonadio con una quita de un tercio de su sueldo por una sola vez, aunque luego la Corte anuló esa sanción. Por otro lado, la IGJ anunció que le aplicó una multa "severa" de 3 mil pesos a Hotesur por no haber entregado los balances del año 2009 y 2010, como deben hacerlo todas las empresas privadas, entre otras irregularidades.


  Pero al juez no le importaban los incumplimientos administrativos, sino investigar si Hotesur se usó para lavar dinero de sobornos o dádivas ante la nueva dimensión que tomaba la causa. Así tomó la parte de la denuncia en que Stolbizer recordó que hasta el 2013 Hotesur era administrada por la empresa Valle Mitre de Báez. "Hotesur SA recibió en concepto de "alquiler" $10,1 millones ($6,3 millones en 2010, $3,7 millones en 2011). Mientras conseguía contratos millonarios para realizar obras financiadas por la Nación, Báez les alquilaba cientos de habitaciones en hoteles a los Kirchner, plazas que casi nunca eran ocupadas", agregó la denuncia.


  En esta nueva causa no se investiga a un testaferro de los K, sino directamente a Cristina y a Máximo. Néstor Kirchner en el 2008 había salido a decir, ante una polémica sobre si tuvo o no información privilegiada para especular con el precio de la divisa norteamericana, que compró 2 millones de dólares para adquirir Hotesur. Néstor declaró ese año que había pasado a ser el dueño del 98 % de las acciones de Hotesur, que tras su muerte en el 2010 fueron a las manos de Cristina y sus hijos.


  El 21 diciembre del 2014, Cristina hizo una jugada para tratar de mostrar a Hotesur como una "empresa familiar" y pour la galerie aparecer tomando distancia de Báez involucrado en una causa por lavado donde están procesados Leonardo Fariña y Federico Elaskar: cambió el directorio de Hotesur. Hizo publicar en el Boletín Oficial que los nuevos directores pasaron a ser sus hijos, Máximo y Florencia; su nuera, Rocío García; su hermana, la médica Giselle; una de sus sobrinas, Romina Mercado; y uno de los socios de su primogénito, Carlos Sancho. Y como presidente quedó la misma Romina Mercado, una abogada de 39 años que, además, es empleada del empresario K Cristóbal López. Afuera del directorio quedó Osvaldo "Bochi" Sanfelice, un socio de Máximo pero muy ligado comercialmente a Lázaro Báez, entre otros. Sin embargo, Sanfelice sigue vinculado a Hotesur ya que integra la empresa IDEA que administra el hotel Alto Calafate, luego de que Valle Mitre dejara de cumplir ese rol en el 2013.


  Además, Hotesur no es una típica empresa familiar argentina de esas que fundó un abuelo inmigrante con el sudor de su frente, como quiere mostrarla el márketing del kirchnerismo y sus adláteres, sino una sociedad anónima comprada por Néstor Kirchner en el 2008, con fondos cuyo origen investiga la Justicia, porque poseía el hotel con la mejor panorámica de El Calafate.


  Esta causa de Bonadio se cruza con la que entonces investigaba el juez en lo penal tributario Javier López Biscayart por supuesta evasión impositiva de parte de Valle Mitre, la anterior empresa que administraba el Alto Calafate antes que Hotesur. Y las dos, a su vez, con la de la ruta del dinero K contra Báez por el escándalo de Fariña y Elaskar que investiga el juez federal Sebastián Casanello. Un sector de los tribunales federales de Retiro pensaba, a principios del 2016, que las tres causas con el tiempo iban a terminar fusionándose en una porque, en definitiva, el objeto procesal es el mismo el supuesto lavado de dinero de los Kirchner y Báez.


  El kirchnerismo tuvo otra reacción frente al caso Hotesur y el descubrimiento que hizo este autor de cuentas de Lázaro Báez en Suiza con 22 millones de dólares, además de atacar a Bonadio. La respuesta sigue a la clásica táctica que responde a la pregunta: ¿cómo ocultar un elefante en la peatonal Florida? Respuesta: soltando una manada de elefantes. Cuando el lunes 8 de diciembre del 2014 el juez López Biscayart llegó a su despacho, luego de un viaje por Medio Oriente, se encontró sorpresivamente con una camioneta de la AFIP con las 4.040 denuncias de la causa abierta por las cuentas ocultas de argentinos en el HSBC de Suiza. La información la pasó el organismo fiscal francés que hizo un acuerdo con el ex gerente del HSBC Hervé Falciani, quien se escapó de Suiza con una base de datos con cuentas bancarias ocultas de franceses, norteamericanos y argentinos. El problema es que las denuncias con sus respectivos documentos pesan 3.500 kilos y la AFIP la quería dejar en el pequeño juzgado de Biscayart ubicado en Sarmiento y Libertad que tiene 70 metros cuadrados y 16 empleados. Nadie pensó en la AFIP que semejante volumen de papel e información necesita de una infraestructura judicial mayor, contó una fuente judicial al autor. Desde que fue creado en 2003, el juzgado de López Biscayart, investigó unas 2.300 causas y de golpe la AFIP quiso dejarle 4.040 causas más. Este juez quería investigar este caso porque trata de otro agujero financiero por el que se estima extraoficialmente que se fugaron unos 62 mil millones de pesos pero con las condiciones necesarias. Esta cifra es casi la misma que la suma de los presupuestos de las provincias Mendoza, San Juan y San Luis. Sin embargo, pidió a la AFIP que primero determine de oficio y en forma oficial cuánto dinero evadió cada argentino denunciado en estas cuentas en Suiza que no fueron declaradas al organismo fiscal.


  Fue más que sugestivo que el Gobierno haya activado el caso de las cuentas del HSBC justo después del escándalo Hotesur, como intentando correr este último tema de la agenda de debate de la opinión pública. En todo caso, la evasión a través de ese banco inglés demuestra que Lázaro Báez no es el único en usar el sistema financiero negro de la Argentina para fugar capitales.


  UN VIDEO COMPLICA A BÁEZ Y SALPICA A CRISTINA


  En marzo del 2016, en momento en que se cerraba este libro, Telenoche de canal 13 difundió un video de las cámaras de seguridad de SGI "La Rosadita"que muestra a Martín Báez, al contador del empresario K Daniel Pérez Gadín, al ex esposo de la vedette Iliana Calabró, Fabián Rossi, y a otros de sus socios contando millones de dólares y euros en efectivo, arrastrando bolsos con billetes y brindando para celebrar el fin de un negocio con whisky y habanos. Todo transcurre a fines del 2012 en las oficinas de la financiera ubicada en el edificio de Madero Center de Puerto Madero y parece una escena de la película "Caracortada" de Brian de Palma. En el film Al Pacino interpreta al narcotraficante cubano Tony Montana que, a cualquier precio, se queda con un cartel de drogas de Miami y luego cuenta, sonriente y fumando habanos, millones de dólares antes de llevarlos a un banco para lavarlos.


  El video fue la primera prueba directa que vincula al hijo del dueño de Austral Construcciones con la financiera SGI, luego de haber negado durante dos años ante la Justicia cualquier vínculo entre los Báez y La Rosadita. Tal es la contundencia de sus imágenes que en 24 horas el juez federal Sebastián Casanello llamó a declaración indagatoria como sospechosos de lavado a Matín Báez, a Pérez Gadín, al hijo de este Sebastián Pérez Gadín y a Rossi. El video le dio al juez el lugar, el tiempo y el modo en que se lavaba la plata en la "cueva" de SGI y por eso tomó esa decisión en forma inmediata, mientras el resto de la causa ya llevaba dos años de investigación sin medidas tan rotundas como esta.


  La grabación prueba los dichos originales del ex dueño de La Rosadita Federico Elaskar y del ex valijero Leonardo Fariña en cuanto al manejo de planta negra de Báez. Luego, tras una maniobra de la SIDE K, ambos se desmintieron a sí mismos en declaraciones a medios K. Se trata de una grabación del año 2012, es decir que es posterior a la compra de La Rosadita bajo presión a Federico Elaskar por parte del entorno de Báez y a través de Helvetic Services Group de Néstor Ramos.


  El video reaviva el escándalo sobre este caso ya que muestra que eran tantos los billetes de dólares, de pesos argentinos y otras monedas que, en una escena, Martín Báez desborda una caja fuerte con billetes y el resto debe dejarlo apoyado en el piso por falta de espacio. En otra se ven unos 3 millones de dólares en fajos de 100 mil. En total, se ven más de 9 millones de dólares contados en un puñado de días en momentos en que regía el cepo cambiario y era ilegal comprar esa moneda extrajera por afuera de los mecanismos de la AFIP.


  Además, en todas las situaciones luego de que jóvenes abren bolsos con dinero, colocan dos o tres máquinas para contar los billetes, mientras Martín Báez registra datos en una calculadora o su teléfono celular y otros trituran la faja de los bancos de donde provino la plata para borrar huellas.


  Los videos están fechados entre el 12 de octubre y el 3 de noviembre del 2012. En ese período, Martín Báez hizo por lo menos un viaje en el avión Lear Jet de su padre LV-ZSZ desde Río Gallegos hasta Buenos Aires. En el 2015 este avión clave tuvo un raro accidente y se incendió en el aeropuerto de San Fernando. Los videos no estaban en la causa judicial que investiga el juez Casanello. Después del programa de PPT de abril del 2013, se tardó unos días en ordenar el allanamiento de las oficinas de SGI y en ese momento los vecinos habían denunciado movimientos extraños de vaciamiento del lugar con la complicidad de la Prefectura.


  En la causa de la ruta del dinero K, están procesados Fariña, Elaskar y el empresario K Carlos Molinari por lavado de dinero. Hasta marzo del 2016 Lázaro Báez tiene una falta de mérito pero solo por la compra de un campo de 5 millones de dólares en efectivo.


  El fiscal federal Guillermo Marijuán había pedido, en el 2015, ampliar la indagatoria de Báez, un socio clave de la ex presidenta Cristina Kirchner, por otros supuestos hechos vinculados al blanqueo de plata pero hasta ahora el juez no se expidió. En marzo del 2015, la gobernadora de Santa Cruz Alicia Kirchner hizo un giro y pidió al gobierno de Mauricio Macri que le cortara los contratos de Vialidad Nacional a Austral Construcciones en Santa Cruz mientras la empresa despedía trabajadores. Otro indicio más de que Cristina había decidido, luego de más de 12 años de sociedad, soltarle la mano a Lázaro Báez y tratar de que el empresario K termine siendo la cabeza de turco de estos escándalos.


  MÁXIMO, CERCA DEL BANQUILLO DE LOS ACUSADOS


  Volvamos a enero del 2016. Cristina ya había dejado el poder pero seguía preocupada por la causa Hotesur. Entonces, el juez Rafecas —que se quedó con la causa tras la remoción de Bonadio— le pidió a Stornelli que delimite la denuncia contra Hotesur porque la veía muy amplia. El fiscal lejos de asustarse por la solicitud, redobló la apuesta. Pidió que se habilitara la feria judicial de enero y se realizaran 33 pruebas en un peritaje de expertos de la Corte Suprema para determinar la totalidad de los pagos de Valle Mitre de Báez a Hotesur a partir del 2008 y que estos se entreguen, si existen, con la correspondiente factura. También los pagos de Valle Mitre a la hostería las Dunas y el hotel Los Sauces. Y, desde el 2013, los pagos de IDEA a estos hoteles de los Kirchner, señala una resolución a la que accedió el autor. También que se confeccione una nómina con los empleados de Austral que Báez dijo alojó en esos hoteles y se certifique dónde estaban las obras que realizaban las firmas del empresario K. Paralelamente, que se certifique si las ganancias de Hotesur habían sido declaradas por Cristina y Néstor en sus declaraciones juradas de bienes.


  Según fuentes judiciales, este peritaje llevará a Stornelli a pedir las indagatorias de Máximo y Báez, por lo menos, durante el 2016. La ex directora del registro nacional de sociedades de la IGJ y abogada de Stolbizer en la causa Hotesur, Silvina Martínez, es la que más conoce este expediente. Consultada por este autor, subrayó por qué Máximo debe dar explicaciones en una declaración indagatoria, aunque ahora que es diputado nacional puede hacerlo por escrito. "El hijo de los ex presidentes participó en forma activa en todas las operaciones sospechadas de lavado de dinero. Todas las decisiones de Hotesur SA fueron tomadas única y exclusivamente por Máximo atento su carácter de accionista y representante de la sucesión de Néstor Kirchner, y así surge de las actas de la empresa".


  En la causa, subrayó "está demostrado que Máximo administró la empresa gracias a un poder amplio de administración y disposición que otorgó Osvaldo Sanfelice, en su carácter de presidente de Hotesur SA, el 30 de septiembre de 2013. Manejó cuentas bancarias donde se depositaban los millones que le pagaba Lázaro Báez por el alquiler de habitaciones que nunca se utilizaban. Hotesur posee una sola cuenta en el Banco de Santa Cruz, figurando como apoderado Máximo Kirchner. Ni la actual presidenta Romina Mercado ni el anterior Oscar Leiva están autorizados para manejar la cuenta de la empresa".


  Desde otro punto de vista, también "retiró millonarios fondos de la empresa dueña del Hotel Alto Calafate, camuflando esas ganancias irregulares en los balances societarios. Estos fondos aparecían como dividendos anticipados que nunca eran aprobados por la sociedad en violación a la ley aplicable. Y así aparecen como deuda en las declaraciones del heredero de los Kirchner y se estaría evitando mostrar un crecimiento patrimonial que podría derivar en un enriquecimiento ilícito". "Aun así el patrimonio es desmesurado y difícil de justificar. Desde fines de 2015 Maximo registró su primer trabajo: Diputado Nacional. Sin embargo cuando su madre asumió como presidenta en el año 2007 su patrimonio era de $46.343. Siete años después su patrimonio era de $33.361.734", destacó Martínez.


  Para la ex funcionaria perseguida por La Cámpora en la IGJ, "toda esta operatoria en la cual intervino en forma activa el primogénito de los Kirchner ha tenido por objeto intentar justificar el ingreso del dinero generado por la corrupción, de tal manera que pareciera un negocio legal". Explicó cómo funcionó toda esta operatoria: "Primero crearon empresas, todas de servicios. De esta manera no era necesario demostrar movimiento de compra y venta o de producción de ningún tipo. Solo era necesario poder demostrar ingresos por alquiler y gastos que se pudieran inflar. Supongamos que en cada período necesitaban blanquear 20 millones de pesos. Entonces se inventaban alquileres por esas sumas, se facturaban, se pagaban los impuestos correspondientes y el dinero ya estaba ingresado en el circuito legal. Luego los Kirchner retiraban los 20 millones como adelanto de dividendos de la empresa. Circuito terminado. E incremento de fortuna como la manifestación visible del negocio sobre el que hoy la justicia debe determinar las responsabilidades penales de los involucrados. Bajo esta modalidad operó el Hotel Alto Calafate, destacándose la falta de movimientos normales de clientes y operando muchas veces a pérdida", finalizó Martínez.


  Pero antes de seguir con las causas que integran el escándalo denominado la ruta del dinero K, respondamos la pregunta: ¿quién era Báez como para llegar a jugar un rol tan protagónico al lado de Néstor y Cristina Kirchner quienes controlaron la Argentina con un poder político hegemónico en los últimos 12 años?


  2


  El intento de Cristina por sacar a Báez de la última cena de Néstor


  LÁZARO PASÓ CON KIRCHNER LA DRAMÁTICA NOCHE DEL 26 DE OCTUBRE DE 2010


  Él fue amigo, compinche, compañero de militancia y socio de Néstor Kirchner.


  Él puso plata para todas las campañas del Frente Para la Victoria.


  Él jugaba de 5 en los partidos de papi fútbol que tanto le gustaban al único santacruceño que llegó a la Casa Rosada.


  Él construyó el mausoleo que guarda los restos del ex presidente.


  Él le pagaba a Máximo los alquileres de los hoteles de los Kirchner en Santa Cruz.


  Sin embargo, Cristina, tres años después de la muerte de Néstor, borró su nombre del relato oficial sobre la última cena del 26 de octubre de 2010, en la casa familiar construida por él junto al hotel Los Sauces, en El Calafate, de esta forma:


  "Esa noche, que fue la última noche que estuvimos juntos, estábamos viendo televisión. Estábamos sentados como siempre, él en una punta del sillón y yo en otra, en El Calafate, y estaba 'zappineando'. Aparece el gordo [Luis] D'Elía en un programa de esos de cable. Nos quedamos mirando y justo estaba la discusión de si la fórmula presidencial [en 2011] iba a ser Néstor o iba a ser yo, que si yo repetía o repetía Néstor. Entonces al gordo le preguntan: '¿Quién te gusta más, Néstor o Cristina?'. 'No, para mí es lo mismo', dice, salomónico. 'No, pero decime quién te gusta más'. El periodista fue insistente: 'Si tuvieras que elegir, Cristina o Néstor, ¿quién?'. El gordo dice: 'Yo te voy a contestar lo que te diría Néstor. Néstor decía: Yo era un 4 en la facultad, Cristina era un 10'. Cuando el gordo dice eso, Néstor lo mira y entre dientes dice 'gordo traidor'. Y me dio tanta ternura que hice una cosa... después mi sobrina y mi sobrino, que estaban conmigo, me dijeron que nunca había hecho eso. Fijate lo que son las cosas. Yo no tenía... ambos éramos así, no nos gustaba en público hacer muestras de cariño, sí tomarnos la mano pero no darnos un beso, era algo no convenido pero aceptado tácitamente por ambos, nunca lo hacíamos en público. Cuando digo en público, no en público acá, ni siquiera en un encuentro familiar. Pero me dio tanta ternura cómo lo dijo que yo salté —era un sillón largo de cuero— y le di un beso en la boca. Él me dijo: 'Aunque midas 80 puntos voy a ser yo' [riendo]. Después nos acostamos y pasó lo que pasó" (1).


  Sin embargo, allegados al empresario K confirmaron a este autor que ese 26 de octubre de 2010 "Lázaro estuvo esa mañana con Kirchner y luego cenó con él hasta las dos o tres de la madrugada del 27, mientras Cristina estaba en otra habitación. Es cierto, la presidenta no se sentó a cenar con ellos". A la madrugada, Lázaro se fue a su casa, que está a pocas cuadras, y a las diez de la mañana del 27 le avisaron que el ex presidente había muerto súbitamente de un paro cardíaco no traumático, a las ocho menos cuarto. Néstor tenía sesenta años de edad. Báez quedó destrozado. No lo podía creer. Sintió que se le partía el alma. Cuando se repuso, hizo que avisaran a varios funcionarios y ex funcionarios K de la mala noticia, entre ellos, al ex jefe de gabinete Alberto Fernández, quien tampoco lo podía creer.


  ¿Quién es, entonces, Lázaro Báez, a quien Cristina quiere suprimir de esa noche histórica, como intentó hacer Stalin con Trotsky y otros líderes de la Revolución Rusa de 1917, borrándolos de las fotos icónicas del movimiento bolchevique que creó la Unión Soviética?


  DE HIJO DE UN SARGENTO DE POLICÍA A MULTIMILLONARIO


  En los noventa, Lázaro Báez era empleado bancario, tenía un Ford Falcon destartalado modelo 72 y una humilde vivienda en Río Gallegos, donde residía con su mujer, Norma Beatriz Calismonte, y sus cuatro hijos: Martín Antonio, Leandro Antonio, Luciana Sabrina y Melina Soledad. Después de la asunción presidencial de Néstor Kirchner, en 2003, Báez cambió su nivel de vida a tal punto que se mudó a una chacra inteligente rodeada de dos mil cedros azules, con luces que se prenden mediante comandos verbales y una pileta climatizada que produce olas artificiales, y se dedicó a las operaciones financieras, millonarias e internacionales, mientras viajaba en camionetas importadas rodeado de custodios. ¿Cómo fue ese ascenso social meteórico que rompe las estadísticas de la movilidad social ascendente de la Argentina?


  A fines de los ochenta, Lázaro era empleado del Banco de Santa Cruz, y Néstor Kirchner, intendente de Río Gallegos (mandato que duró desde 1987 hasta 1991). La relación comenzó cuando Báez empezó a pasarle información confidencial sobre las deudas de los clientes del banco provincial a Kirchner, que usaba esos datos para tejer mejor su red de relaciones políticas y económicas. Aunque venían de líneas internas distintas del PJ, empezaron a actuar juntos frente a los líderes tradicionales. "Lázaro siempre jugó fuerte en la política de Santa Cruz", contó un allegado del empresario a este autor. Lo hizo aun antes de conocer a Néstor y hasta 2014, mientras el intendente de Río Gallegos por el Frente para la Victoria, Raúl Cantín, era primo de su mujer.


  El origen social de Báez es muy humilde. Los Báez habían emigrado desde su natal Caá Catí, un paraje ubicado cerca de General Paz, en Corrientes, donde Lázaro nació el 1° de febrero de 1956. Desde allí se mudaron a Santa Cruz, en los sesenta, cuando Lázaro tenía 6 años. Su padre, Antonio Báez, era un sargento de la policía de Santa Cruz que se hizo amigo del ex gobernador peronista Ricardo Del Val. Gracias a esa amistad, al sargento le dieron una casa en el Club Sportivo de la ciudad de Puerto Santa Cruz a cambio de que pintara las líneas de la cancha de fútbol con cal y de que mantuviera el campo de juego en condiciones para los partidos del fin de semana, una tarea dura en el frío clima santacruceño. Luego, el policía-canchero le pidió a Del Val un favor que cambiaría sus vidas: que su hijo Lázaro, que había terminado la secundaria, entrara a trabajar en la sucursal Río Gallegos del Banco de la Nación, su primer trabajo antes de pasar al Banco de Santa Cruz. Del Val cumplió y el joven Lázaro entró como cajero en 1974. Poco después, fue electo delegado de los empleados del banco y empezó a militar en el PJ, junto a Daniel Peralta, futuro gobernador de la provincia, en el sindicalismo peronista ortodoxo, una línea interna distinta de la de Néstor, que participaba en la Federación Universitaria por la Revolución Nacional (FURN) de la Universidad Nacional de La Plata y tenía su propia unidad básica en Río Gallegos, "Los Muchachos Peronistas".


  Pero a Del Val le dio una embolia cerebral y fue reemplazado por su vice, José Ramón "Bochi" Granero, líder en Santa Cruz del Movimiento de Integración y Desarrollo (MID) del ex presidente Arturo Frondizi. A Granero le tocó lo peor de la salida anticipada de Raúl Alfonsín y la llegada de Carlos Menem: tuvo que gobernar entre 1990 y 1991, con la hiperinflación y los saqueos en una crisis social sin precedentes.


  En 1991, el supermercado del sindicato de trabajadores petroleros (SUPE) de Río Gallegos, que dirigía el sindicalista Armado "Bombón" Mercado —entonces esposo de Alicia Kirchner y padre de sus dos hijas—, tenía una deuda millonaria con el banco oficial santacruceño. Antes de asumir la gobernación, Néstor Kirchner le pidió a Granero "una solución" para la deuda del gremio de su cuñado. El dirigente desarrollista —dentista de profesión— se negó a poner la firma en cualquier acuerdo que significara una condonación de la deuda y le mandó un mensaje al gobernador electo:


  —No firmo porque no quiero ir preso.


  Ante la negativa del gobernador saliente, apareció un solícito Lázaro Báez que arregló el entrevero: "Le pasó la deuda del SUPE al banco de la provincia al darle una refinanciación que licuaba el rojo. Así se ganó la confianza y la amistad de Néstor para siempre" contó una fuente kirchnerista a este autor (2). Sin embargo, Néstor no se enojó tanto con Granero. En 2003, lo nombró primero en el PAMI y luego en la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico (SEDRONAR).


  Cuando Kirchner asumió como gobernador en 1991, una de sus primeras medidas fue nombrar a Báez como gerente adscripto del Banco de Santa Cruz, ubicado apenas un escalón por debajo del gerente general. Ese puesto lo ocupó hasta 1998. "Un cargo que, durante la cuestionada privatización del Banco de Santa Cruz, el mismo Báez ocupó con un poder omnímodo", recordó Elisa Carrió en una entrevista con el autor en el departamento que le alquilaba a la familia de Lolita Torres, ubicado en Santa Fe al 1500 y decorado con cuadros de la Virgen María, budas, máscaras venecianas, una colección de matrioskas rusas y una muñeca japonesa.


  Como gerente del Banco de Santa Cruz, Báez condujo su privatización "de modo fructífero para empresarios de buena llegada a Kirchner. Por un lado, transfirió al Estado provincial una deuda de 170 millones de pesos, originada en créditos incobrables que él mismo había otorgado a distintas empresas, entre las que se encontraba Gotti SA. De esta manera, el principal favorecido fue Enrique Eskenazi, quien se alzó con un banco provincial libre de deudas, y que además siguió siendo el agente financiero de la pro— 43 — vincia", asegura Carrió en su denuncia original confirmada por el autor en otras fuentes y en el Boletín Oficial de Santa Cruz.


  Durante sus gobernaciones (1991-1995, 1995-1999 y 1999-2003), Kirchner consiguió financiamiento para la política o, eventualmente, para el aumento de su patrimonio gracias al manejo discrecional de la obra pública y de los contratos con el Estado, esquema que luego repitió a nivel nacional, según denunció la líder del ARI-Coalición Cívica ante la Justicia.


  LAS SORPRESAS DEL "BOTIQUÍN" DE DE VIDO EN SANTA CRUZ


  ¿Cómo habría funcionado ese esquema de cambio de contratos de obra pública por aportes en negro? Estela Kank, ex socia de Kank y Costilla SA, empresa contratista de obras viales —que ahora controla a Báez— denunció (3) un, por lo menos, pintoresco sistema de pago de supuestas coimas de empresarios santacruceños a Julio De Vido, entonces ministro de Obras Públicas de Kirchner. Uno de los que participó de ese sistema era Carlos Kank, ex accionista de la constructora y primo de la denunciante. Estela contó que para la fecha de los pagos de certificados de obra pública, su primo debía cumplir primero con la misma rutina: iba a ver a De Vido a su oficina en la gobernación, lo saludaba cortésmente y en un momento de la entrevista debía pedir permiso para ir al baño. Una vez allí, en el botiquín, "dejaba un sobre blanco sin membrete, con un dinero en efectivo, equivalente al 5% del monto cobrado".


  La mujer recordó que había denunciado el hecho ante la Justicia de Comodoro Rivadavia. Además, Kank habló de "aprietes y presiones" de parte de Báez para que años más tarde se desprendieran de la constructora. Más tarde, la empresa Kank y Costilla pasó a ser controlada por el Grupo Báez. En causa judicial denunciada por Estela Kank, finalmente, todos los acusados por la empresaria terminaron absueltos por la Justicia local.


  Así empezó a funcionar la troika Kirchner-De Vido-Báez en Santa Cruz. Pero, a nivel nacional, Lázaro Báez era un completo desconocido. Hasta que a fines de 2003, este autor reveló en Clarín un informe sobre los negocios con la obra pública en Santa Cruz redactado por la entonces diputada nacional por Tierra del Fuego de la Coalición Cívica, Fabiana Ríos, que puso al patagónico en el medio de la escena política nacional.1 Ella se encargó de explicar cómo Kirchner había cartelizado la obra pública en la provincia alrededor de las empresas de Báez, primero como gobernador y luego como presidente, con la ayuda de De Vido. Por ejemplo, precisó que el decreto nacional N° 3140/03 ratifica un convenio suscripto entre la Subsecretaría de Obras Públicas de la Nación y la firma Gotti, representada por Carlos Algorry para la "construcción de un Gimnasio Polideportivo"(4) luego de "ganar" una licitación. Pero "Algorry era socio de Báez en la empresa Diagonal Sur Comunicaciones SA". Entonces, el negocio terminó en manos de Báez.


  La diputada Ríos hizo luego un curioso giro político. En 2007, ganó las elecciones a gobernadora de Tierra del Fuego aliada al ARI de Carrió y con un discurso de lucha contra la corrupción y de austeridad. Pero meses después se alineó con el kirchnerismo.2


  Pese a esa deserción de Ríos, Carrió lanzó en público una definición categórica: "Báez es Kirchner". La frase, en aquel momento, en pleno apogeo del poder de los Kirchner, recibió una andanada de críticas y descalificaciones desde el gobierno, que fue amplificada por ciertos periodistas. Casi nadie la creía. Había una "luna de miel" entre el nuevo presidente, un sector de la sociedad y una buena parte del periodismo, que se negaba a escuchar esas denuncias.


  Cinco años después, en 2008, Carrió presentaría la megade-nuncia penal por supuesta asociación ilícita contra Kirchner y Báez, entre otros, y ya no parecía tan loca. "Cargos provinciales al inicio, obras públicas millonarias después y, por último, millonarias licitaciones petroleras, catapultaron a Báez como uno de los empresarios más exitosos de los últimos cuatro años", dice esa denuncia original presentada ante el juez federal Julián Ercolini. Así sintetizó la estrategia económica y política que le permitió a Báez pasar a ser el Jorge Antonio de Kirchner3.


  Báez negó reiteradamente ser el testaferro de Kirchner pero admitió haber sido un amigo entrañable del ex presidente y socio únicamente en la construcción de un edificio de departamentos en Río Gallegos. Pero su carrera es muy parecida a la de Jorge Antonio. Dos hombres de origen humilde que se ganaron la confianza de dos líderes políticos argentinos y los apoyaron emocional y económicamente en todo tipo de situaciones.


  A diferencia de Antonio, Báez se metió en el negocio de la construcción. El 16 de mayo de 2003, constituyó Austral Construcciones SA, con un capital social de apenas doce mil pesos. Fue apenas nueve días antes de que Kirchner asumiera la presidencia de la Nación.4


  Con Julio De Vido como ministro de Planificación Federal (ex ministerio de Obras Públicas), Austral entró en las ligas mayores de las obras públicas, que antes se repartían las grandes constructoras nacionales como Techint o Roggio, y "ganó licitaciones por más de 3.500 millones de pesos". Llama la atención el hecho de que, pese a ser ya un empresario privado, Báez figuraba como funcionario de la Secretaría General de la Gobernación santacruceña hasta 2007, según la base de datos de la ANSES, lo que confirma esta intrínseca mezcla entre política y negocios en Santa Cruz.


  En agosto de 2003, la joven constructora santacruceña, a pesar de no tener experiencia alguna en la búsqueda de hidrocarburos, también fue "favorecida con la concesión de dos áreas petroleras en Formosa y, en febrero de 2007, con tres más en Santa Cruz". El 11 de ese mes, el Ministerio de Planificación Federal autorizó a Benito Roggio e Hijos SA a ceder las áreas petroleras CON-14 "El Chivil" y CON-7 "Surubí" a Misahar Argentina, una de las petroleras de Báez. La otra es Epsur. Todas tienen domicilio en Carabelas 241 en la Capital Federal, al igual que Austral. A partir de ahí, fue ganando concesiones cuestionadas como la de "las quince áreas petroleras en Santa Cruz, donde Epsur se quedó con Río Guenguel, Meseta Cerón Chico y Sur Río Deseado".
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